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ACLARATORIA. Procedencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACLARAR el punto I de la parte resolutiva de la sentencia de fs. 857/862 vta., 
en el sentido de que debe consignar: “NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 815/816 
vta. y a los recursos de casación e inconstitucionalidad deducidos a fs. 818/821.” 
DOCTRINA: Procede la aclaratoria, si el recurso de inconstitucionalidad interpuesto conjuntamente con el de 
casación fueron objeto de expreso tratamiento en la sentencia, merced a cuyos fundamentos se concluyó que 
debían ser rechazados, pero sin embargo se omitió consignar materialmente ello en la parte resolutiva. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.   CAUSA: 
“C/C SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS; NATO, SERGIO FEDERICO; PASTOR, ADÁN – RE-
CURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 34.030/10) 
(Tomo 170: 621/624 – 23/octubre/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Acumulación de causas en la etapa del procedimiento sumario. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías y de Me-
nores de Primera Nominación del Distrito Judicial Orán. 
DOCTRINA: Las actuaciones del procedimiento sumario no se acumularán entre sí, ni respecto de las causas 
en las que procede instrucción formal. 

El procedimiento sumario se extiende hasta el decreto de citación a juicio, acto jurisdiccional que da 
inicio a la etapa del juicio correccional. 

No procede la acumulación de actuaciones en la etapa del procedimiento sumario, el que en la causa 
no se encontraba concluido, en tanto el respectivo decreto de citación a juicio no se había dictado. (Del voto 
de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Kuaffman y Posadas) 
             Las normas de conexidad revisten el carácter de orden público; su observancia resulta insoslayable 
en base a consideraciones de mejor y más pronta administración de justicia y tales postulados sólo se aseguran 
con la intervención en todas las actuaciones de un único tribunal, una vez verificada la coexistencia de causas 
conexas. 

En los procedimientos sumarios, el punto 3º Anexo II de la Acordada 9422 establece que el juez co-
rreccional puede averiguar sobre la existencia de causas conexas y ordenar la acumulación a partir de su avo-
camiento. 
           Corresponde acumular las causas de trámite entre los Juzgados Correccionales, tras el avocamiento, 
pues ello se torna ineludible al encontrarse comprometido el orden público. (Del voto del Dr. Díaz)  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: C/C 
HERRERA, CLAUDIO SILVESTRE POR AMENAZAS A VEGA, ÁNGEL RICARDO - 
PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 35.147/11) (Tomo 170: 
211/218 -  15/octubre/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia por conexidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Segunda 
Nominación, del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en todas las causas conexas. 
DOCTRINA: Las pautas de asignación de competencia por conexidad no deben ser objeto de una aplicación 
rígida que deje de lado la conveniencia de aprovechar el grado de compenetración que exhibe uno de los tri-
bunales que sostienen la contienda con las actuaciones, teniendo en mira razones de equidad, economía proce-
sal y una más rápida y eficiente administración de justicia; es decir, no sólo por cuestiones prácticas sino, 
principalmente, por razones de orden superior como son el derecho a ser juzgado en un plazo razonable y la 
eficiente prestación del servicio de justicia. 



TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: C/C CHILO, JOSÉ – APREMIOS ILEGALES AGRAVADO POR EL USO DE 
VIOLENCIA – SINGH, FRANCISCO – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA 
(Expte. Nº CJS 35.343/12) (Tomo 170:  835/840 – 30/octubre/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia por conexidad; necesidad de que las causas se encuen-
tren vigentes; gravedad del delito. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Segunda 
Nominación, del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Las reglas de conexidad sólo resultan aplicables a las causas alcanzadas por alguno de los su-
puestos de vinculación enumerados en el art. 37 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modifica-
torias) mientras se encuentren vigentes, es decir, antes de su conclusión por desvinculación del causante, o por 
declaración de su responsabilidad mediante sentencia firme. 

Si el conflicto de competencia se genera cuando en una de las causas conexas se dictó auto de sobre-
seimiento, hasta tanto no se produzcan los efectos de dicha resolución mediante la pertinente confirmación, 
deben aplicarse las reglas de conexidad y sus consecuencias en relación a la competencia 

Debe atribuirse la competencia y disponer la intervención para su trámite del juzgado donde se en-
cuentra la causa por el delito más grave. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli..  
CAUSA: C/C DÍAZ, JORGE SIMÓN P/ ROBO A TEJADA, GUSTAVO JORGE - COM-
PETENCIA (Expte. Nº CJS 35.572/ 12) (Tomo 170: 789/794 – 29/octubre/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Inhibición planteada por los integrantes de un tribunal colegiado. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteada la cuestión de competencia y ordenar que bajen los 
autos a la Cámara Tercera en lo Criminal a los fines previstos en el considerando 4º del presente. 
DOCTRINA: El criterio de quienes son convocados para resolver la inhibición planteada por los integrantes 
de un tribunal colegiado no puede ser controvertido por estos últimos. 

Si bien el art. 54 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), establece que la 
Cámara de Acusación tiene incumbencia en materia de inhibición de jueces de tribunales unipersonales, ello 
se refiere al supuesto en que entre éstos no medie un acuerdo sobre el apartamiento, por lo cual esta posibili-
dad de discusión se encuentra cancelada en los casos de tribunales colegiados, donde lo resuelto por la nueva 
integración resulta vinculante para los magistrados inhibidos. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C BENGOECHEA, JUAN DANIEL – COMPETENCIA (Expte. N° CJS 
35.689/12) (Tomo 170: 1049/1052 – 5/noviembre/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Amistad. violencia moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las inhibiciones formuladas a fs. 535 y 543 por los señores Jueces de 
Corte Dres. Guillermo Alberto Catalano y Abel Cornejo. 
DOCTRINA: Procede la excusación del Magistrado que manifiesta que lo une una relación de amistad de 
larga data con quien actúa como abogado defensor del imputado, porque ello tiene encuadre en el art. 51 inc. 
11 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), y debe correlacionarse con el art. 52 
del mismo cuerpo normativo que atribuye la condición de interesados, a los fines de la aplicación del régimen 
de excusaciones, a los representantes, defensores o mandatarios. 

Corresponde aceptar la excusación solicitada por el Magistrado por motivos de violencia moral, en 
razón de las manifestaciones vertidas por el letrado del imputado en un diario local, toda vez que sus razones 
no resultan susceptibles de apreciación sino por quien las aduce, porque ello supone un estado subjetivo in-
compatible con el hecho de tener que intervenir y generar así una situación de conflictividad moral, que en-
cuadra   dentro de la previsión del art. 51 inc. 13 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modifi-
catorias).   
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.   CAUSA: C/C 
PEROTTI, MARCELO ROBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
35.000/119)  (Tomo 170: 371/374 – 16/octubre/2012)                
 
EXCUSACIÓN. Denunciante. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la inhibición formulada a fs. 563 por el señor Juez de Corte Dr. Abel 
Cornejo. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que se funda en que promovió denuncia ante 
el Ministerio Público Fiscal en contra de quien actúa en la causa como letrada patrocinante del querellante, 
toda vez que sus razones encuadran dentro de la previsión del art. 51 incs. 8º y 11 del Código Procesal Penal 
(texto según Ley 6345), que debe correlacionarse con el art. 52 del mismo cuerpo normativo que atribuye la 



condición de interesados, a los fines de la aplicación del régimen de excusaciones, a los representantes, defen-
sores o mandatarios. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: QUERELLAS 
POR CALUMNIAS E INJURIAS Y ACCIÓN CIVIL CONTRA CASTRO MILAGROS 
DEL VALLE PRESENTADA POR MAZZONE, FERNANDO CESAR – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 31.897/08) (Tomo 170: 539/542 – 22/octubre/2012) 
 

EXCUSACIÓN. Violencia moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la inhibición formulada a fs. 14 por el señor Juez de Corte Dr. Gus-
tavo Adolfo Ferraris. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que se funda en que el abogado defensor del 
imputado lo recusó en en otra causa en términos agraviantes y ello le genera violencia moral para intervenir 
en la causa, toda vez que sus razones sólo resultan susceptibles de apreciación por quien las aduce y encuadra 
dentro de la previsión del art. 51 inc. 13 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Días, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.   CAU-
SA: PALOMBINI, JULIO CÉSAR - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO 
(Expte. Nº CJS 35.238/12) (Tomo 170: 183/186 – 10/octubre/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las excusaciones formuladas a fs. 97 y vta., 99 y 105 por los señores 
Jueces de Corte Dres. Abel Cornejo, Susana Graciela Kauffman de Martinelli y Guillermo Alberto Catalano, 
respectivamente. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar las excusaciones que se fundan en razones de violencia moral, si recono-
cen motivos claramente expresados e individualizados que justifican razonablemente el apartamiento para 
asegurar el debido proceso y la recta administración de justicia y en tanto la causal invocada encuentra ade-
cuación en el art. 51 inc. 13 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias).   
           Constituye un imperativo para el Juez apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo obje-
to, o de sus partes, no puede actuar con plena garantía de imparcialidad e independencia que requiere su acti-
vidad jurisdiccional). Ello tiende a asegurar la más absoluta imparcialidad en los encargados de administrar 
justicia y hacer insospechables, en ese sentido, las decisiones judiciales. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: “INFORMA-
CIÓN SUMARIA EN CONTRA DE ROMERO, JUAN CARLOS - INCIDENTE – RE-
CURSO DE CASACIÓN” (Expte Nº CJS 34.963/11) (Tomo 170: 163/168 – 10/octubre/2012) 
 

HONORARIOS. Abogado defensor de la acusada, pautas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. REGULAR los honorarios profesionales del Dr. Francisco Roberto Ortega en la 
suma de $ 1.500 (pesos un mil quinientos), por la labor desempeñada ante este Tribunal. 
DOCTRINA: La regulación de honorarios del letrado que presentó el informe del recurso de casación en su 
carácter de defensor de la acusada debe practicarse de acuerdo a las pautas indicativas contenidas en los arts. 
31, 4º incs. b), c) y d) y 5º del decreto ley 324/63, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 15 de la ley 
6730 y 1º del decreto  1173/94, atento la remisión dispuesta por el art. 548 del Código Procesal Penal (texto 
según Ley 6345 y modificatorias). Ello implica ponderar el mérito jurídico, la extensión del trabajo realizado, 
la complejidad o novedad de la cuestión, el resultado obtenido y demás factores de legal cómputo. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C RODRÍGUEZ ZONI, MARIELA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 34.247/11) (Tomo 170: 1097/1100 – 5/noviembre/2012) 
 
HONORARIOS. Letrado patrocinante de la querellante, pautas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. REGULAR los honorarios profesionales del Dr. Esteban Horacio Cortés en la 
suma de $ 1.000 (pesos un mil), por la labor desempeñada ante este Tribunal.  
DOCTRINA: A los fines de proceder al cálculo de los honorarios del letrado patrocinante de la querellante, se 
deben considerar las pautas indicativas contenidas en los arts. 31, 4º incisos b), c) y d), y 5º del decreto ley nº 
324/63, de conformidad con lo establecido por los artículos 15 de la Ley 6730 y 1º del decreto 1173/94, atento 
la remisión dispuesta por el artículo 548 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
Ello implica ponderar el mérito jurídico, el valor o importancia del proceso, el resultado obtenido y demás 
factores de legal cómputo. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas. DOCTRINA: Dra. Galli.  CAU-
SA:“C/C ALARCÓN, ROSANA PATRICIA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 30.903/07) (Tomo 170:  861/864  - 30/octubre/2012) 
 



HONORARIOS. Recurso de casación, pautas.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. REGULAR los honorarios profesionales del Dr. Mario Fernando Lamas en la 
suma de $ 1.000 (pesos mil). 
DOCTRINA: Corresponde efectuar el cálculo de los honorarios del letrado que interpuso el recurso de casa-
ción, de acuerdo con las pautas indicativas que contienen los arts. 31, 4º incs. b), c) y d) y 5º del decreto ley 
324/63 y de conformidad con lo dispuesto por los arts. 15 de la ley 6730 y 1º del decreto 1173/94, de acuerdo 
con la remisión efectuada por el art. 548 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
Ello implica ponderar el mérito jurídico, la extensión del trabajo realizado, la complejidad o novedad de la 
cuestión, el resultado obtenido y demás factores de legal cómputo. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “INCIDENTE DE REGULACIÓN DE HONORARIOS DEL DR. MARIO 
FERNANDO LAMAS SOLICITADO POR EL SR. LEAL, FIDEL NICANDRO” (Expte. 
Nº CJS 35.331/12) (Tomo 170: 865/868 – 30/octubre/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva; resolución que 
confirma el auto de elevación a juicio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a 
fs. 2/4 vta.   
DOCTRINA: No corresponde admitir la queja articulada contra la resolución que confirma el auto de eleva-
ción a juicio, porque esa resolución no es sentencia definitiva ni equiparable a tal, en tanto produce como 
efecto la continuidad del proceso y ello es extraño a la vía impugnativa intentada.  
 La garantía a recurrir se encuentra cumplida en la causa mediante la interposición y tratamiento del 
recurso de apelación; medio natural y ordinario previsto por la ley para impugnar la resolución que se preten-
de sea nuevamente revisada en esta instancia.   
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAU-
SA: “PALOMBINI, JULIO CÉSAR - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” 
(Expte. Nº CJS 35.238/12) (Tomo 170: 187/190 – 10/octubre/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Inadmisibilidad del recurso de casación, resolu-
ción que rechaza la prescripción de la acción, suspensión del plazo de prescripción por delito cometido por 
funcionario público. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación inter-
puesta a fs. 7 y vta. 
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja si el recurso de casación era inadmisible por la inexistencia de 
un perjuicio y, por ende, del interés que exige el art. 443 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y 
modificatorias).  
               De acuerdo a una interpretación auténtica y contextual del art. 77 del Código Penal, es funcionario 
público tanto el funcionario propiamente dicho como el empleado o agente y toda otra persona que participe 
en la función pública, con prescindencia de toda calificación extrapenal y sin distinciones de régimen, rango, 
escalafón o jerarquía. 
              Si conforme surge del requerimiento fiscal, el hecho imputado habría sido cometido por el acusado 
en desempeño de una actividad pública prestada en su calidad de profesional de las ciencias médicas en un 
hospital, ante el expreso obstáculo legal, no resulta procedente la prescripción de la acción penal. (Del voto de 
los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Posadas) 
              Debe hacerse lugar a la queja si lo decidido corresponde a una resolución expresamente declarada 
susceptible de ser recurrida en casación por el art. 469 inciso 3º del  Código Procesal Penal (texto según Ley 
6354 y modificatorias), que como tal no requiere de la necesidad de hacer protesta previa en los términos del 
art. 466 inciso 2º, prevista para supuestos donde se aduce la inobservancia de normas procesales establecidas 
bajo pena de caducidad o nulidad. 
         La prescripción de la acción penal, amén de poder ser introducida como cuestión por la parte al proceso 
mediante la vía de las excepciones, al tratarse de una cuestión de orden público, nada obsta a que sea declara-
da de oficio por el tribunal. (Del voto de los Dres. Díaz  y  Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “VILLAGRÁN, CHRISTIAN JOSÉ HORACIO – QUEJA POR REC. DE CA-
SACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS 35.669/12) (Tomo 170: 923/928 – 30/octubre/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Improponibilidad formal del planteo 
recursivo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado 
deducida a fs. 1/6.  
DOCTRINA: Es improcedente la queja por denegatoria del recurso de casación interpuesta contra la resolu-
ción que rechaza el pedido de suspensión del juicio a prueba, si el impugnante incumplió con premisas tales 
como la relación concreta de los hechos relevantes de la causa, referencia específica a los términos del deciso-



rio en crisis, las normas que consideró violadas o erróneamente aplicadas y no rebatió los argumentos en que 
se basó la denegatoria.  (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas, Vittar,  Cornejo y Díaz) 
      La inadmisibilidad es la sanción procesal por la cual se impide un acto por no observar las formas 
necesarias para su ingreso al proceso en el juicio preliminar sobre el recurso.  
 El derecho impugnativo de las partes en el proceso penal no es ilimitado, sino que se encuentra con-
cretamente condicionado por un conjunto de pautas restrictivas relacionadas a la formal interposición y a la 
impugnabilidad objetiva y subjetiva, cuya falta de acatamiento produce la inadmisibilidad del planteo. (Del 
voto de los Dres. Catalano, Ferraris)  
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: 
Dra. Galli.  CAUSA: “C/C ARREDES, SANTIAGO MARTÍN – QUEJA POR RECURSO 
DE CASACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS 35.293/12) (Tomo 170: 219/228 – 
15/octubre/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Presentación extemporánea. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
22/23 vta. 
DOCTRINA: Es extemporánea la queja si su presentación se concretó cuando ya se había vencido el plazo de 
tres días previsto en el art. 486 1er. párrafo del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificato-
rias), por lo cual corresponde su rechazo. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Posadas) 
               Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado si la resolución que se cuestio-
na no es sentencia definitiva ni equiparable a tal. 
             No puede ser equiparada a una sentencia definitiva una resolución que declara la nulidad de un decre-
to que ordena designar a un perito, puesto que la misma no genera un gravamen irreparable pues, a la postre, 
por no tratarse de una nulidad absoluta, podrá ser subsanada mediante las pertinentes notificaciones a las otras 
partes, o con la realización de una nueva, basada en iguales instrumentos que tuvo en cuenta la pericia ya 
efectuada. (Del voto de los Dres. Kauffman, Vittar, Díaz)  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “RIVERO, JUAN CARLOS – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGA-
DO” (Expte. Nº CJS 35.132/11) (Tomo 170: 107/114 – 10/octubre/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Procedencia; temporaneidad del recurso de 
casación 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta a 
fs. 13/15 y, en su mérito, declaralo mal denegado y requerir al Juzgado Correccional y de Garantías y de Me-
nores de Primera Nominación del Distrito Judicial Tartagal, que remita los autos a esta Corte.  
DOCTRINA:Corresponde declarar mal denegado el recurso de casación interpuesto contra la providencia que 
declara extemporáneo ese recurso por el que se cuestionó la resolución de caducidad de instancia dispuesta en 
el principal, si no obró la debida notificación de parte del tribunal de esa importante resolución tal como lo 
manda efectuar la normativa procesal penal, y tampoco obra en autos dato alguno que permita afirmar que el 
presentante tenía efectivo conocimiento de lo resuelto con anterioridad al retiro del expediente. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz 
DOCTRINA: Dra. Galli. CAUSA: “GUTIÉRREZ, JESÚS GABRIEL – QUEJA POR REC. DE 
CASACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS 35.131/11) (Tomo 170: 675/680 – 29/octubre/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Improcedencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 1/11. 
DOCTRINA:No corresponde admitir la queja articulada, si el desalojo y lanzamiento del imputado, amén de 
resultar cautelar, fue dictado en el marco del procedimiento sumario y, oportunamente, se supeditó a la revi-
sión del tribunal de alzada natural de esa etapa del proceso, por vía de apelación; razón por la cual, la garantía 
a recurrir se encuentra cumplida en relación a esa primera decisión que, en definitiva, es la que pretende re-
vertirse mediante loa queja por  recurso de inconstitucionalidad denegado.  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C NIEVA FIGUEROA, GONZALO JAVIER FEDERICO – QUEJA POR 
REC. DE INCONST. DENEGADO” (Tomo 170: 367/370 – 16/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Concurso de delitos. Individualización judicial de la pena, pautas; motivación 
de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 459/461 vta. 
DOCTRINA: Si el acusado protagonizó un concurso criminal, al llevar a cabo una agresión armada de mani-
fiesta gravedad -que produjo lesiones graves y leves, con amenazas- en contra de personas desarmadas, yerra 
la defensa cuando denuncia la doble valoración jurisdiccional de una misma circunstancia calificante y post-
ula que el tribunal computó dos veces la situación de peligro ínsita a todo hecho lesionador, asignando efica-



cia agravante a un extremo factual contemplado por el tipo penal para definir al delito de lesiones graves. La 
individualización judicial de la pena implica la consideración combinada de la culpabilidad con el grado de 
peligrosidad demostrado por el delincuente al cometer el hecho, según sus circunstancias de modo, tiempo, 
lugar, ocasión y personas, al margen de la nota de peligro que pueda implicar la estructura típica de la figura 
penal concretamente atribuida.  
 Circunstancias tales como la premeditación, el engaño, la violencia, la desaprensión, tienen eficacia 
agravatoria de la punibilidad. 
             Las facultades del tribunal de juicio en materia de individualización de la pena son discrecionales, con 
la sola limitación que impone la observancia de las escalas penales conminadas para cada delito en la legisla-
ción de fondo. 
             Las circunstancias previstas en los arts. 40 y 41 del Código Penal resultan directamente conocibles 
por el tribunal de sentencia por haber caído bajo la percepción sensorial de sus integrantes y dicho principio 
sólo cede ante la total falta de motivación de la sentencia en lo concerniente a las consecuencias jurídicas del 
delito.   
            La motivación de la sentencia en cuanto a la imposición de la pena es suficiente si el tribunal, aunque 
de manera escueta, valoró al momento de imponerla las circunstancias que hacen tanto a la naturaleza de los 
hechos como a la personalidad del imputado. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAU-
SA: “C/C VERGARA, ANDRÉS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.745/11) (Tomo 170: 311/322 – 16/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Costas, necesidad de pronunciamiento; principio general. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto y, en su méri-
to, revocar la resolución de fs. 522/523 y fijar los honorarios profesionales del Dr. Roberto Pecci por su labor 
desarrollada en el carácter de representante de Milagro del Valle Castro en la suma de $ 6.000 (pesos seis 
mil), y confirmar la resolución de fs. 526 y vta. Con costas por el orden causado en esta instancia. 
DOCTRINA: Es improcedente el agravio por el cual el impugnante cuestiona que en la resolución aclaratoria 
se hayan impuesto las costas a cargo de la vencida, pues la omisión en materia de costas determina la necesi-
dad de expedirse al respecto estableciendo quien debe cargar con aquéllas, en razón de que las costas del 
proceso no pueden considerarse impuestas implícitamente y la decisión respectiva exige un pronunciamiento.  
                El principio general es la imposición de costas al vencido, y sólo puede eximirse de esa responsabi-
lidad, si hay mérito para ello. mediante el respectivo pronunciamiento, bajo pena de nulidad. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Kauffman. DOCTRINA: Dra. Galli.   CAUSA: “QUERE-
LLAS POR CALUMNIAS E INJURIAS Y ACCIÓN CIVIL CONTRA CASTRO MILA-
GROS DEL VALLE PRESENTADA POR MAZZONE, FERNANDO CÉSAR – RECUR-
SO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 31.897/08) (Tomo 170: 543/550 – 22/octubre/2012) 
 

RECURSO DE CASACIÓN. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracto el objeto del recurso de casación interpuesto a fs. 94/96 
vta. 
DOCTRINA:  Corresponde declarar abstracto el recurso de casación deducido contra la resolución que hace 
lugar al pedido de rehabilitación para conducir vehículos, si en la causa ha transcurrido el término máximo 
previsto de conformidad con el art. 76 ter del Código Penal para el cumplimiento de las condiciones con que 
se supeditó la concesión de la suspensión del juicio a prueba.  
             Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C AUFREDE, JOSÉ LEÓN – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO 
A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.373/12) (Tomo 170: 149/152 – 
10/octubre/2012) 
 

RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con acceso carnal agravado por la guarda; concubino 
de la madre de la víctima menor de edad; valoración de la prueba; inmediación; certeza necesaria para 
condenar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 377/379 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado por el delito de abuso sexual con acceso carnal 
agravado por la guarda, si el tribunal tuvo por acreditado que sometió sexualmente a la menor víctima, a partir 
de un pormenorizado examen de los elementos probatorios; especialmente las declaraciones incriminantes de 
la víctima y los informes médicos y psicológicos, que sumados a la minoría de edad de la niña y la circuns-
tancia de tratarse el causante del encargado de una situación de guarda, han habilitado al tribunal de juicio a 
estimar en forma particular el aprovechamiento de la especial situación familiar por la que pasaba la menor: 



su dependencia económica y la autoridad detentada por la persona que ejercía de padre sustituto, demostrati-
vos de una mayor vulnerabilidad de la víctima. 

En los delitos de abuso sexual adquiere plena actualidad aquella premisa según la cual, en base a la 
sana crítica racional, la espontánea declaración de la víctima es un elemento incriminante de alto valor en la 
formación de convicción, siempre y cuando sea tenida por coherente y sincera en el marco de la apreciación 
directa que brinda el debate y se hayan expuesto los aspectos que determinaron su credibilidad. 

El Tribunal de casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una 
prueba producida en la audiencia de debate que el tribunal de juicio conoció de manera directa, salvo que su 
apreciación aparezca dotada de un sustento arbitrario, contrariando las normas de la sana crítica racional, o 
que no se halle acompañada de fundamento alguno. 

La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de tal naturaleza 
determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debili-
dad de la evidencia, frustraran la posibilidad de una condena. Sin embargo, la viabilidad de un pronuncia-
miento contrario al acusado requiere un convencimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racio-
nal de los factores incriminantes por sobre los que revisten carácter neutro o favorable al encausado. 

Es justa la pena impuesta y no aparece como desproporcionada, si el tribunal ha ponderado los pará-
metros legales, la magnitud del daño causado y la carencia de antecedentes penales del acusado, amén de estar 
suficientemente fundada con expresa motivación en la sentencia. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, 
Posadas, Vittar, Catalano y Díaz) 
            En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente exis-
ten serias dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor 
actuar con sigilo y sibilinamente dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefie-
ren actuar a hurtadillas precisamente para no ser descubiertos. 

Del contenido del art. 119, 3er párrafo del Código Penal surge que la ley tiene en cuenta, en primer 
lugar, la libertad individual, en cuanto hace a la integridad sexual de las personas. Se trata de la violación de 
la autonomía de la voluntad del sujeto que es la base de todos los bienes jurídicos, en este especial caso, 
cuando se avanza en contra del ámbito de lo sexual. 

El concubino de la madre de la víctima se encuentra atrapado por la calificante, cuando actúa como 
jefe del hogar respecto de los hijos menores de su concubina dada su condición de encargado de la guarda, 
también llamado guardador. 

No hace falta que el agresor sexual avance sobre zonas pudendas o alcance la impudicia, lo que debe 
ser relevante es si ese comportamiento puede dejarle secuelas o invalidar la inmunología psíquica de una 
menor, si esa conducta puede causarle una inversión en su sistema axiológico en formación, para según ello, 
tener por acreditado el delito. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MAIDANA, BAUTISTA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
34.022/12) (Tomo 170:191/210 – 10/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con acceso carnal; valoración de la prueba; pondera-
ción parcializada del testimonio de la víctima que se retracta; certeza necesaria para condenar; violencia de 
género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 360/364 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto en el punto I de  la sentencia de fs. 300, cuyos fundamentos obran a fs. 350/357 vta., y 
condenar a Rubén Humberto Del Castillo como autor del delito de abuso sexual con acceso carnal (art. 119, 
tercer párrafo del C.P.) a la pena de seis años de prisión efectiva y ordenar a la Cámara Segunda en lo Crimi-
nal que proceda a disponer su inmediata detención. 
DOCTRINA: (Mayoría) Corresponde dejar sin efecto la sentencia que absuelve al acusado del delito de abuso 
sexual con acceso carnal y condenarlo como autor de ese delito, si el tribunal basó su decisión a partir de una 
valoración parcializada de las declaraciones de la víctima donde cambia radicalmente la versión de los hechos 
relatados, yendo de la incriminación a la desincriminación total del imputado, limitándose en su decisión a 
expresar que los motivos por los cuales la denunciante justifica su retractación revisten aspectos verosímiles y 
omite ponderar la circunstancia de su firmeza y mantenimiento, ya que lo sostuvo ante un escribano público, 
lo ratificó en sede instructoria y luego en el debate oral. 
               Los ataques contra la integridad sexual son generalmente perpetrados en la intimidad, en circunstan-
cias en que sólo se encuentran víctima y victimario, de ahí que adquiera tanta relevancia el testimonio de la 
persona damnificada. 

La correcta ponderación del testimonio de la víctima debe hacerse contrastando sus afirmaciones con 
el resto del material probatorio, labor que necesariamente debe llevar a cabo el juez en todos los casos, para 
justipreciar su verdadero valor conviccional. (Del voto de los Dres.  Vittar y Díaz) 
              Existe agravio constitucional suficiente, si según las constancias de la causa, la sentencia no se funda 
en los principios de la sana crítica y en la libertad de apreciación de las pruebas del juzgador, la que deja de 
ser absoluta, cuando la conclusión a la que arriba se aparta definitivamente del hecho que se probó. 



La certeza necesaria para condenar no debe necesariamente surgir de un panorama totalmente des-
provisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de tal naturaleza de-
terminaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debilidad 
de la evidencia, aún de la incorporada de oficio o a pedido de la parte acusadora, frustraran la posibilidad de 
una condena. (Del voto del Dr. Cornejo) 
              Es responsable del delito de abuso sexual con acceso carnal el imputado, si las pruebas colectadas en 
la causa, especialmente las llamadas telefónicas que le hiciera a la denunciante son contundentes a la hora de 
demostrar las presiones ejercidas para que se desdiga de la denuncia presentada, demostrativas de la domina-
ción que ejerce sobre ella, lo que le permite mantenerla en estado de sometimiento mediante amenazas, insul-
tos, intimidación y con falsas promesas de mejorar la relación y los testigos también otorgan certeza sobre los 
pedidos de auxilio de la víctima. 

La responsabilidad del Estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos 
que busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, la inclu-
sión de aquéllas que son abusadas, física o psíquicamente por sus parejas, que se encuentran en una posición 
de dominación-sometimiento. La mujer víctima de violencia se siente “entrampada” en su relación sin poder 
tomar decisiones que pongan fin a su injusta situación de sometimiento. 

La Convención de Belem do Pará (año 1994) incorporada a nuestra legislación por ley 26485 define 
en su art. 1º la violencia de género: “La violencia contra la mujer es cualquier acción basada en su género, que 
cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en 
el privado. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
              (Minoría) Si el hecho concretamente imputado es abuso sexual con acceso carnal y, sobre su existen-
cia, la supuesta víctima fue contradictoria a punto tal que en la audiencia de debate negó enfáticamente una 
violación a su libertad sexual y el testimonio fue recibido directamente por el tribunal que, con fundamentos 
propios que surgen de la inmediación, mantuvo un estado de duda, entonces el núcleo de la acusación presen-
ta ambigüedad probatoria y los indicios colectados en la causa, referidos a circunstancias anteriores y diferen-
tes a la acción acusada, no pueden, por sí, avalar la versión incriminatoria con fuerza suficiente para condenar, 
máxime cuando todo ello fue objeto de específica ponderación en la fase verbal y actuada del proceso. 

El Tribunal de Impugnación no puede avasallar los beneficios de la inmediación y le está vedado 
asignar crédito o restárselo a una prueba producida en la audiencia de debate que el tribunal de juicio conoció 
de manera directa, salvo que su apreciación aparezca dotada de un sustento arbitrario, contrariando las normas 
de la sana crítica racional, o que no se halle acompañada de fundamento alguno. 

Si a las resultas del juicio no se han reunido elementos de convicción suficientes para acreditar de 
manera certera la conducta típica y antijurídica sobre la que versó la imputación, corresponde salvaguardar el 
estado de inocencia del que goza el acusado, que no ha logrado ser revertido y del cual el beneficio de la duda 
es consecuencia directa y necesaria. (Del voto de los Dres. Posadas, Catalano y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.    DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: C/C DEL CASTILLO, RUBÉN HUMBERTO – RECURSO DE CASACIÓN 
(Expte. Nº CJS 34.283/11) (Tomo 170: 681/704 – 29/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con acceso carnal; valoración de la prueba, sana crítica, 
valor del testimonio de la víctima. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 504/508 vta.  
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado como autor del delito de abuso sexual con 
acceso carnal, si el modo en que ocurrieron los hechos fue derivado principalmente del aporte testimonial de 
la víctima, quien declaró haber sido abusada sexualmente en diversas oportunidades por el imputado, descri-
bió las prácticas sexuales a las que fue sometida mediante el uso de la fuerza y amenaza, y sus dichos, que 
fueron coincidentes y mantenidos a lo largo de proceso, fueron corroborados con los informes médico, psi-
cológico y con las declaraciones de los progenitores. 
                      Del contenido del art. 119, 3er párrafo del Código Penal surge que la ley tiene en cuenta, en 
primer lugar, la libertad individual, en cuanto hace a la integridad sexual de las personas.  
           En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desen-
trañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente 
dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamen-
te para no ser descubiertos.  
                     Cabe considerar debidamente aplicado el método de la sana crítica racional, si la atribución cer-
tera del hecho se efectúa a partir del análisis del testimonio de la víctima, cuyos dichos fueron pormenoriza-
damente evaluados. 
                     Las reglas de la sana crítica reclaman que las manifestaciones contradictorias de un testigo sean 
analizadas para determinar cuáles de ellas son relevantes para el esclarecimiento de la verdad, ya que tales 
contradicciones no permiten sin más, que la declaración de la víctima, prueba de capital importancia, sea 
dejada de lado.  
       Las reglas de la experiencia común que deben gobernar la apreciación de la prueba, indican que 
de ordinario la comparecencia ante la justicia para exponer un ataque a la libertad sexual, supone de parte de 
la víctima una situación traumática que, en principio, puede ser vencida a partir del impulso de que se haga 



justicia, de allí que quien pretenda que son otras las motivaciones con que se conduce quien se dice afectado 
por el hecho, debe ponerlas de manifiesto.  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C VACA, NINO NORBERTO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.399/11) (Tomo 170: 1/14 – 4/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas. Absolución; principio “in dubio pro reo”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 97/ 107 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto la condena impuesta a la Sra. María Susana Ramoha en el punto I de la sentencia de 
fs. 91 vta., disponiendo su absolución, conforme a lo establecido en los arts. 4º del C.P.P. (Ley 6345 y modi-
ficatorias), 20 de la Const. Prov. y 18 de la C.N. 
DOCTRINA: La condena de la acusada por el delito de amenazas se ha pronunciado con violación del princi-
pio “in dubio pro reo”, si a las resultas del juicio no existían elementos suficientes para acreditar de manera 
certera la conducta típica sobre la que versó la imputación y se arribó a una condena sin otra prueba que la 
declaración de la denunciante, lo cual genera un estado de duda, cuya protección constitucional torna inexora-
ble. 
           Al tribunal de juicio le está vedado remitirse simplemente a los términos del requerimiento formulado 
por el fiscal para dar sustento a una condena, debiendo en todo caso llegar a valoraciones y a conclusiones 
propias acerca de la hipótesis referida en la acusación. 
          La incertidumbre no exige convicción sobre la inocencia del imputado, pues en materia criminal se 
debe aplicar en toda su extensión la máxima “onus probandi incumbit actori” exigiéndose al acusador una 
demostración plena y completa de la culpabilidad del acusado. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Posa-
das y Vittar) 
           Es plenamente válida la condena de la acusada por el delito de amenazas, si el tribunal de juicio arribó 
a la certeza necesaria de que profirió frases amenazantes a la denunciante con fines de amedrentarla, lo que 
afectó su sentimiento de seguridad, a partir de una valoración pormenorizada de las declaraciones de la vícti-
ma y de la imputada, del informe ambiental y demás constancias de la causa y destacó la claridad, circunstan-
ciado relato, seguridad y convicción de la declaración testimonial de la denunciante, cuya veracidad fue apre-
ciada en el marco de la inmediatez de la recepción de la prueba. 
          El control de logicidad inherente a la sana crítica racional se cumple si el trascendente aporte probatorio 
de la víctima es tenido por coherente y sincero en el marco de la apreciación directa que brinda el debate. 
          El Tribunal de casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación que 
da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado a la Corte asignar crédito o restárselo a 
una prueba producida en la audiencia de debate que el juez conoció de manera directa, salvo que su aprecia-
ción aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o que no se 
halle acompañada de fundamento alguno. (Del voto de los Dres. Ferraris y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAU-
SA: “C/C RAMOHA, MARÍA SUSANA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
33.863/10) (Tomo 170: 169/182 – 10/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas; carácter formal; certeza necesaria para condenar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 57/60.  
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de amenazas, si el tribunal 
valoró que los anuncios de extrema gravedad que constan claramente en la denuncia formulada y el requeri-
miento de juicio, se ubican en el marco de una situación de violencia familiar que los precedían y que se aú-
nan con los demás antecedentes enunciados en la sentencia, que evidencian la violación de la norma prohibi-
tiva penal.  
                       El delito de amenazas es una infracción formal, que se consuma cuando se desarrolla el accio-
nar intimidatorio o alarmante, con independencia que el propósito perseguido por el autor sea efectivamente 
logrado. 
                      El delito de amenazas requiere para su configuración, que las expresiones vertidas sean graves y 
serias, tendientes a producir temor o amedrentamiento en la víctima, pero el efectivo temor sufrido es un ex-
tremo que no integra la estructura típica de las amenazas como delito formal.    
            No es un recaudo indispensable para la existencia del dolo de la figura del delito de amenazas, 
que el autor quiera la conducta intimidante desde un plano de serenidad. Una exigencia de tales características 
implicaría por un lado desconocer que la mayor parte de las amenazas se vierten en estado de ofuscación, y 
por otro, supondría un premio para los intemperantes.  
           Cuando en el recurso se subestima la relevancia del hecho, considerando que el acusado sólo 
incurrió en un exceso de lenguaje que no debe ser evaluado como delictivo, se despreocupa del preciso con-
texto en que aparecen vertidas las amenazas, de violencia familiar, y una situación de intimidación en las que 
se encontraban tanto la mujer como su hija, ante la agresión sostenida por parte de un sujeto que evidencia 
una forma violenta de relacionarse. 



TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.    DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C VILTE GARCÍA, ALEX - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.533/11) (Tomo 170: 417/424 – 16/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar; carácter per-
manente, cómputo del plazo de prescripción de la acción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 110/ 111 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto la resolución de fs. 108/109.  
DOCTRINA: El carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar no 
implica que, en cuanto al momento en que deja de cometerse indicado por la ley de fondo como circunstancia 
que marca el inicio del curso de la prescripción, sea posible trasponer los límites señalados en el requerimien-
to fiscal acudiendo a una presunción de continuación que se extienda durante todo el trámite del proceso, 
haciendo que este tipo de ilícitos se conviertan en delitos prácticamente imprescriptibles. 
               En tanto se pretenda influir en el curso de la prescripción más allá de los límites del acto requirente, 
será necesario que éste se reedite poniendo de manifiesto que se verifica la continuación del incumplimiento 
atribuido al acusado, mediante sucesivas ampliaciones durante el período instructorio, lo que presupone que el 
afectado exponga los alcances que puede haber adquirido el delito durante el trámite de la causa. (Del voto de 
los Dres Ferraris, Posadas, Catalano y Díaz) 
              En el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, el curso de la prescripción se 
inicia cuando se acredita que dejó de cometerse.  
              Conforme su naturaleza, el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar es de 
carácter permanente. Supone esta figura el mantenimiento de una situación típica por la voluntad del autor 
durante un lapso en el que se sigue realizando el tipo, por lo que el delito continúa consumándose hasta que 
cesa la situación antijurídica. 
              Omitido el cumplimiento de asistir a su familia, por parte de quien está obligado a ello, el delito es 
perfecto; este carácter no se altera por la circunstancia que dicha omisión dure días, semanas, meses, años. 
Desde la inicial verificación del incumplimiento hasta la cesación de la permanencia, perdura la consumación. 
(Del voto del Dr. Vittar) 
              Respecto del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, el curso de la prescrip-
ción se inicia cuando se acredita que dejó de cometerse, en razón de la naturaleza del delito imputado y del 
contenido de las funciones y facultades del Ministerio Público en relación a la promoción de la acción penal.           
            Si no existe un grado de certeza respecto a la causal sobre la que se funda el sobreseimiento impugna-
do, éste resulta arbitrario por no adecuarse a las constancias obrantes de la causa, que dan cuenta de la inexis-
tencia de prueba sobre el cese de la consumación del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia 
familiar. (Del voto de los Dres. Cornejo y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C PORTAL, ALBERTO MARTÍN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº 
CJS 34.036/10) (Tomo 170: 738/756 – 29/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar; prescripción 
de la acción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 87/ 88 vta. y, en su 
mérito, revocar el sobreseimiento por prescripción dispuesto en la resolución de fs. 85/86 a favor de Miguel 
Ángel Cuellar respecto a la imputación por el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar.  
DOCTRINA: Si bien el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar es de carácter perma-
nente, en cuanto al momento en que deja de cometerse, señalado por la ley de fondo como circunstancia que 
marca el inicio del curso de la prescripción, no es dable trasponer los límites señalados en el requerimiento 
fiscal acudiendo a una presunción de continuación que se extienda durante todo el trámite del proceso, provo-
cando que este tipo de ilícitos se conviertan en infracciones prácticamente imprescriptibles. Lo expuesto sig-
nifica que, en tanto se pretenda influir en el curso de la prescripción más allá de los límites del acto requiren-
te, será necesario que éste se reedite, sea mediante sucesivas ampliaciones o a través del mecanismo previsto 
en el art. 386 del C.P.P. (Del voto de los Dres. Díaz, Catalano, Ferraris y Posadas) 
           El curso de la prescripción respecto del delito de incumplimiento de asistencia familiar se inicia cuan-
do se acredita que dejó de cometerse. 
          Omitido el cumplimiento de asistir a su familia, por parte de quien está obligado a ello, el delito es 
perfecto; este carácter no se altera por la circunstancia que dicha omisión dure días, semanas, meses, años. 
Desde la inicial verificación del incumplimiento hasta la cesación de la permanencia, perdura la consumación. 
Esta solución cumple con ser la que mejor contempla el interés superior del niño. (Del voto de los Dres Cor-
nejo, Kauffman  y Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano. DOCTRINA: Dra. Galli.  CAU-
SA: C/C CUELLAR, LUIS ÁNGEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
34.427/11) (Tomo 170:15/30 – 4/octubre/2012) 
 



RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de oficio por parte de funcionario 
público; dolo. Responsabilidad extracontractual del Estado por el hecho de sus agentes. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación oportunamente interpuesto por la Sra. 
Agente Fiscal Nº 2 a fs. 837/840 y, en su mérito, revocar el punto I) de la parte dispositiva de la sentencia 
impugnada y condenar a José Abraham Martínez como autor penalmente responsable del delito de incumpli-
miento de los deberes de oficio, previsto y reprimido por el art. 249 del Código Penal, imponiéndole la pena 
de cinco mil pesos de multa ($ 5.000) e inhabilitación especial de un año para desempeñarse en funciones 
propias de la policía de seguridad o prevención (art. 20 del C.P.). II. HACER LUGAR PARCIALMENTE al 
recurso de casación deducido a fs. 841/846 y, en su mérito, modificar el punto II) de la parte dispositiva de la 
sentencia recurrida, en el sentido de fijar la indemnización a cargo del Estado Provincial en el monto de     $ 
700.000, manteniéndose lo allí determinado en cuanto a los intereses y forma de pago. Con costas por su 
orden en todas las instancias. 
DOCTRINA: Es responsable del delito de incumplimiento de los deberes de oficio el acusado, si el tribunal 
encontró plenamente acreditado que omitió dar intervención al asesor de incapaces, no obstante encontrarse 
obligado a cumplir ese acto tanto en razón de la existencia de una concreta orden del juez como por su fun-
ción de instructor sumariante policial, en los términos de la ley de violencia familiar, sin que para configurar 
el tipo hubiera sido necesaria la producción de un resultado determinado, porque el delito se consuma tan 
pronto como el acto no es realizado en el momento debido.  
           La acción punible reprochada por el art. 249 del Código Penal consiste en omitir, rehusar hacer o 
retardar algún acto propio de las funciones, y la consumación de este “no hacer” tiene lugar con el acto omisi-
vo, sin necesidad de que se produzca consecuencia alguna o una lesión particular por ello. 
           La figura exige dolo directo, es decir que abarca el conocimiento de que se trata de un acto propio de 
función, que tal omisión es ilegal y que el sujeto activo tenga la posibilidad de actuar, sin que se requiera una 
particular malicia. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo) 

La responsabilidad extracontractual del Estado por el hecho de sus agentes no es indirecta ni basada 
en la culpabilidad. En efecto, cuando se trata de un servicio público que el Estado presta a la comunidad, 
responde directamente por la falta de una regular prestación, dado que aunque la falta sea derivada del hecho 
de los agentes, existe una imputación directa al titular del servicio. 

El monto de la indemnización debe determinarse prudencialmente sobre la base de que la omisión es-
tatal podría, a lo sumo, calificarse como una “condición” del lamentable episodio ocurrido y en manera algu-
na como causa de su producción. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo) 

La responsabilidad del Estado por las consecuencias dañosas de sus conductas u omisiones en modo 
alguno requiere la existencia de culpa y menos aún de dolo. La conducta adoptada por el agente de la Policía 
de la Provincia al no dar cumplimiento a las medidas que el caso requería, resulta reprochable por la omisión 
de la obligación específica a su cargo. 

Si el Estado incumplió con la misión que le fuera encomendada, se encuentra obligado a reparar el 
daño en su integridad, sin que sea preciso que éste se encuentre determinado de una manera matemática. (Del 
voto de Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: C/C MARTÍNEZ, JOSÉ ABRAHAM – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº 
CJS 35.049/11) (Tomo 170: 323/346 – 16/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones culposas en accidente de tránsito; conducción antirregla-
mentaria de vehículo automotor; libertad probatoria. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 156/161 vta. 
DOCTRINA: Es responsable del delito de lesiones culposas en accidente de tránsito el acusado, si el tribunal 
de juicio tuvo por acreditado que en circunstancias en que el denunciante circulaba por una ruta en motocicle-
ta, al llegar a la entrada de un barrio, en forma imprevista desde un camino lateral surgió el automóvil condu-
cido por el imputado, el cual impactó con la motocicleta, en base al croquis efectuado por personal de crimi-
nalística y las declaraciones del imputado y las víctimas. 
           Existe una violación al deber objetivo de cuidado si el conductor del vehículo automotor intentó el 
ingreso a una ruta de manera imprudente, sin adoptar las correspondientes precauciones para contrarrestar 
cualquier eventualidad para trasponerla, llegado el caso la aminoración o detención de la marcha a los fines de 
cerciorarse de la presencia de algún obstáculo que impidiera la prosecución. 
            La relación de causalidad entre las lesiones y la acción imperita del acusado forman parte del tipo 
objetivo del delito culposo, si en el caso dicha relación ha quedado perfectamente acreditada a través de las 
probanzas incorporadas y el análisis que mereció cada una de ellas. 
            Todo conductor de un rodado automotor está obligado a permanecer atento a las evoluciones de la 
circulación. 
            En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la libre convicción del juez o sana crítica 
racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios des-
criptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la exis-
tencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin 
sujeción a directiva o tasación legal alguna. 



            Cuando la conducta culposa del afectado confluye con la del acusado, es un factor que tiene relevan-
cia a los fines de una necesaria consideración para una adecuada mensura de la pena. Este último aspecto 
puede en todo caso servir para atenuar la culpabilidad que es la base del reproche penal, pero no tiene el efec-
to de eliminarla. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman. DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C MURO, HÉCTOR RAÚL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.205/11) (Tomo 170:499/506 – 22/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones; inhabilitación; conducción antirreglamentaria de vehículo 
automotor; prioridad de paso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 299/302. 
DOCTRINA: El imputado es responsable del delito de lesiones e inhabilitación especial, encuadrado en el art. 
94 del Código Penal que castiga al que por imprudencia, negligencia, impericia en su arte o profesión o inob-
servancia de los reglamentos o de los deberes a su cargo, causare a otro un daño en el cuerpo o la salud y 
agrava la pena si el hecho hubiese sido ocasionado por la conducción imprudente, negligente, inexperta o 
antirreglamentaria de un vehículo automotor, si la violación a este deber objetivo ha sido revelada por el acu-
sado al materializar una conducta consistente en la falta de acatamiento a las reglas impuestas en la Ley Na-
cional de Tránsito para la conducción de su vehículo. 
           La prioridad de paso que ostenta quien conduce por la derecha de una encrucijada, cede si una auto-
bomba se desplazaba como servicio público de emergencia con las balizas y luces encendidas, a los fines de 
dar cumplimiento a una misión de socorro. 
           La regla “derecha antes que izquierda” no representa ningún "bill de indemnidad" que autorice al que 
aparece por la derecha de otro vehículo, a arrasar con todo lo que encuentre a su izquierda. La ley impone al 
conductor que llega a una bocacalle la obligación de reducir sensiblemente la velocidad, la que rige tanto para 
el que se aproxima por la derecha como para el que lo hace por la izquierda. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.    DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C RÍOS, ANTONIO ABÁN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.611/11) (Tomo 170: 31/42- 4/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de lesiones y resistencia a la autoridad en concurso ideal; certeza 
necesaria para condenar; inmediación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 305/308 vta.  
DOCTRINA: Tratándose las lesiones de un delito de resultado, los informes médicos acerca de su naturaleza 
y magnitud son significativos tanto para lograr la reconstrucción histórica del hecho como para su correcta 
calificación legal. 
           El acusado es responsable del delito de lesiones, si el valor probatorio del testimonio de la víctima ha 
sido establecido por el tribunal de juicio a partir de su percepción directa en el debate donde pudo apreciar la 
veracidad de lo declarado, lo que además se corroboró con el certificado médico incorporado a la causa. 
          En el delito de resistencia a la autoridad previsto en el art. 239 del Código Penal, el bien jurídico prote-
gido es la acción libre del funcionario público. Se trata de la protección a la legal actuación del funcionario 
público, dentro del imperio del Estado, ante la resistencia de una persona. 
          Comete delito de resistencia a la autoridad quien se resiste al arresto intentado por un agente del orden 
que se hallaba uniformado y ejerciendo una actividad propia de sus funciones. 
          Los hechos acusados se encuentran adecuadamente tipificados en los delitos de lesiones y resistencia a 
la autoridad en concurso ideal, si el tribunal de juicio ha fundado su decisorio en prueba suficiente para tener 
por existentes los ilícitos, advirtiéndose que los agravios de la recurrente se limitan a asignar a las pruebas 
colectadas sólo una valoración diferente que la otorgada en el fallo. 
          La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente des-
provisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro, que una exigencia de esa naturaleza 
determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debili-
dad de la evidencia, aún de la incorporada de oficio o a pedido de la parte acusadora, frustraran la posibilidad 
de una condena. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento contrario al acusado requiere un conven-
cimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los 
que revisten carácter neutro o favorable al encausado 
          El Tribunal de Casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación que 
da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una prueba 
producida en la audiencia de debate que el tribunal de juicio conoció de manera directa, salvo que su aprecia-
ción aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o que no se 
halle acompañada de fundamento alguno. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.    DOCTRINA: Dra. Galli.   
“C/C QUIROGA, WILLIAMS WALTER RENZO; CONDORÍ, IVÁN HÉCTOR; ZELA-
YA, PABLO DAVID; AGÜERO, EMANUEL - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 34.986/11) (Tomo 170: 767/778 – 29/octubre/2012) 



 
RECURSO DE CASACION. Prescripción de la acción penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 64/65. 
DOCTRINA: El instituto de la prescripción constituye la renuncia del Estado a la potestad represiva, requi-
riendo como condición de procedencia el transcurso del máximo de duración de la pena señalada para el deli-
to, de acuerdo al artículo 62 inc. 2º del Código Penal, y que el curso del tiempo no haya sido interrumpido por 
algunas de las causales establecidas en la ley 25990, modificatoria de los párrafos cuarto y quinto del artículo 
67 del Código Penal. 

La acción penal por los delitos de lesiones leves y amenazas se encuentra prescripta, si entre el re-
querimiento de juicio y el decreto de citación a juicio han transcurrido más de dos años. (Del voto de los. 
Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas y Vittar) 
             Si bien el instituto de la prescripción tiene como fin evitar que la acción penal perdure en el tiempo y 
consecuentemente el acusado no sea juzgado en un plazo razonable ante la inexistencia de la voluntad perse-
cutoria estatal, debe estarse sin embargo a su conducta evasiva en el proceso, si fijó como domicilio en el acta 
de identificación simple un lugar en que fue citado en varias oportunidades para que se presente en el juzgado 
con motivo de notificarlo de la radicación de la causa, para que designe abogado defensor y fije domicilio, lo 
que resultó ineficaz, no por negligencia del juzgado sino por su propio desinterés. (Del voto de la Dra. Kauff-
man) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C SOLANO, CARLOS ANTONIO; PADILLA, CÉSAR RODOLFO – RE-
CURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.919/11) (Tomo 170: 1089/1096 – 
5/noviembre/2012) 
 

RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal, necesidad de constatar si el plazo se ha inte-
rrumpido por comisión de un nuevo delito. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación interpuesto a fs. 196/203. II. 
ORDENAR que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías y de Menores de Segunda Nomina-
ción del Distrito Judicial Orán, a fin de que constate, mediante los informes actualizados del R.N.R., la exis-
tencia o no de una sentencia condenatoria que haya interrumpido el curso de la prescripción de la acción pe-
nal, y proceda en consecuencia. 
 DOCTRINA: La subsistencia de la acción constituye un presupuesto sustancial del proceso penal, que debe 
atenderse con prioridad respecto de cualquier otra cuestión. De tal manera, ninguna importancia tiene discu-
rrir acerca de la relevancia penal del hecho o de la suficiencia probatoria de los elementos reunidos en la cau-
sa para acreditarlo si la acción penal se encuentra extinguida. 
                 Si de conformidad a la pena máxima prevista para los delitos imputados, de las constancias de la 
causa surge que el término exigido por el art. 62 inc. 2° del Código  Penal se encuentra cumplido, corresponde 
suspender el trámite del recurso de casación a fin de  constatar si se dictó contra los acusados una sentencia 
condenatoria que haya interrumpido el curso de la prescripción. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C MORALES, JULIO RAFAEL; MORALES MOYA, ADOLFO; PIERA, 
EMILIA GEORGINA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 34.531/11) (Tomo 
170: 725/730 – 29/octubre/2012) 
 

RECURSO DE CASACIÓN. Relación entre acusación y sentencia. Participación de imputados mayores y 
menores. Agravante del art. 41 quater del Código Penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 815/816 vta. y 
818/821.  
DOCTRINA: La existencia de una acusación concreta y oportunamente intimada -base del juicio penal- cum-
ple las exigencias del debido proceso y salvaguarda absolutamente el derecho de defensa, en un todo de 
acuerdo a las garantías de legalidad y de judicialidad, concepto que ha ratificado la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación en el precedente “Amodio” (Fallos, 330: 2658), del cual surge que la potestad del órgano juris-
diccional al ejercer las atribuciones de los arts. 40 y 41 del Código Penal no se encuentra limitada por el con-
creto pedido de pena efectuado por el Ministerio Público Fiscal. 
          Si no concurren circunstancias fácticas distintas a las investigadas, el encuadre diferente dado por el 
tribunal de juicio no importa una mutación del objeto procesal fijado por el requerimiento fiscal que vulnere 
en modo alguno el derecho de defensa; por ende, la condena dictada en esos términos es absolutamente váli-
da. 
           El ejercicio de la acción corresponde al Ministerio Público Fiscal y, en cambio, con absoluta inde-
pendencia, la potestad de juzgar y aplicar la ley en el caso concreto -siempre de acuerdo a la plataforma fácti-
ca propuesta- es exclusiva del órgano judicial. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Ferraris, Cornejo, 
Kauffman, Posadas y Vittar) 
             La imposición de la agravante genérica del art. 41 quater del Código Penal al coautor, mayor de edad, 
no modificó el objeto procesal, si la imputación fue dirigida desde la etapa preparatoria contra un mayor y un 



menor de edad -lo cual descarta toda sorpresa que pueda afectar el ejercicio de la defensa- y ésta procede ante 
la participación, probada en el caso, de ambos sujetos, ya que la norma prohibitiva persigue evitar que se 
inicie prematuramente a los jóvenes en el camino de la delincuencia, sin interesar si son utilizados como "sal-
voconducto" de impunidad o como meros colaboradores o consortes. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, 
Ferraris, Kauffman, Posadas y Vittar) 
             Para la aplicación del agravante previsto en el art. 41 quater del Código Penal, la participación del 
mayor de edad debe poner en evidencia, en forma diáfana, que se ha pretendido descargar, transferir o diferir 
la responsabilidad penal en los menores, o que éstos han sido instigados por los adultos para intervenir en el 
hecho. 
           La finalidad que tuvo el legislador al introducir esta agravante no fue tanto que objetivamente intervi-
niera un menor en un hecho grupal, sino que la intervención del menor tuviera la finalidad de descargar la 
responsabilidad en él. 
           Sin que se haya realizado la reforma sobre el art. 45 del Código Penal, no pueden agravarse automáti-
camente las penas por la mera intervención de menores de edad en el hecho, por cuanto se vulneraría insana-
blemente el principio de legalidad y la garantía del tipo penal, cuya descripción de la conducta punible no 
puede ser extendida al imputado “de lege ferenda”. 
          Debe revocarse el fallo en lo que concierne a la agravante prevista en el artículo 41 quater del Código 
Penal y modificarse en este acápite la pena impuesta, si de los dichos del propio menor no surge jefatura, 
dirección o acatamiento alguno de parte de él en la perpetración del hecho. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS; NATO, SERGIO FEDERICO; PASTOR, ADÁN 
– RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 
34.030/10) (Tomo 170:435/448 – 16/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Revocación de la suspensión del juicio a prueba. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 116/118. 
DOCTRINA: El beneficio de la suspensión del juicio a prueba puede ser dejado sin efecto si con posteriori-
dad se conocieran circunstancias que modifiquen el máximo de la pena aplicable, por incumplimiento del 
resarcimiento ofrecido al damnificado, por comisión de un nuevo delito o por incumplimiento de las reglas de 
conducta establecidas. 
           La posibilidad de revocación sólo debe ser utilizada como “ultima ratio” cuando los incumplimien-
tos, por su reiteración o persistencia, son reveladores de una manifiesta voluntad del autor de sustraerse al 
plan de conducta que se le impuso. 
           Corresponde revocar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si en el caso se advierten reite-
rados y persistentes incumplimientos de las reglas de conducta. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cor-
nejo, Díaz, Ferraris y Posadas) 
              El cumplimiento de las reglas de conducta que refiere el art. 76 ter, 4to. párr. del Código Penal, cons-
tituye uno de los requisitos imprescindibles para la vigencia del beneficio de la suspensión del juicio a prueba 
y la posterior extinción de la acción penal. 
           Corresponde revocar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si las justificaciones eviden-
cian un simple desconocimiento de las citaciones del sistema de justicia, lo que resulta incompatible con las 
expresas y múltiples obligaciones asumidas por la solicitante cuando se le otorgara el beneficio, a lo que se 
suma la omisión de concurrir justamente a la audiencia establecida para ser oída acerca del cumplimiento o 
incumplimiento de las reglas de conducta. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris y Posa-
das) 
              Corresponde dejar sin efecto la resolución que revoca el beneficio de la suspensión del juicio a prue-
ba si el juez tomó conocimiento una sola vez del incumplimiento de las reglas de conducta por parte de la 
acusada, en consecuencia ordenó citar a la imputada a comparecer por ante el tribunal a efectos que manifies-
te las causales del incumplimiento de las condiciones impuestas, citación que no transcribió ni consignó el 
proveído conforme exige la ley, y se realizó en un domicilio equivocado, situación que hace que la cédula 
deba ser nuevamente diligenciada 
           Para ameritar la revocación de la suspensión del juicio a prueba, el incumplimiento debe darse en 
forma injustificada, reiterada y persistente. (Del voto de la Dra. Kauffman)         
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C NOGALES, MIRTA CRISTINA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 34.387/11) (Tomo 170: 527/538 – 22/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción penal, actos interruptivos. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 167/170 y, en su méri-
to, revocar la resolución de fs. 165/166 y sobreseer a Marcelo Ruiz del hecho delictivo por el que fuera impu-
tado en la causa (arts. 59 inc. 3º, 62 inc. 2º del C.P. y 326 inc. 1º de la Ley 6345 y modificatorias).  
DOCTRINA: En los delitos que tramitan mediante el procedimiento sumario, los actos que se identifican con 
los señalados taxativamente por el Código Penal y que interrumpen el curso de la prescripción de la acción 



penal, son el requerimiento acusatorio y la citación a juicio, a los que deben sumarse, lógicamente, la comi-
sión de un nuevo delito y la sentencia condenatoria, aún cuando no se encontrare firme.  
               Corresponde dictar el sobreseimiento por prescripción de la acción penal a favor del acusado, si de 
las constancias de la causa surge que el último acto interruptivo de la prescripción fue el decreto de citación a 
juicio y computado el tiempo de suspensión operado en virtud del art. 76 ter del Código Penal, el término 
liberatorio se encuentra cumplido.      
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C RUIZ, MARCELO - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
34.783/11) (Tomo 170: 253/264 – 15/octubre/2012) 
 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 42/43 
DOCTRINA: No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si el imputado no cumple con el 
ofrecimiento personal y voluntario de auto inhabilitarse para conducir vehículos automotores, pues para que la 
prohibición del penúltimo párrafo del art. 76 bis del Código Penal sea superada, resulta necesario que el fin de 
prevención especial perseguido por la ley sea cumplido con esa interdicción. (Del voto de los Dres. Ferraris, 
Kauffman, Vittar y Catalano) 
              No resulta razonable, ni se compadece con el propio régimen establecido por el art. 76 bis del Código 
Penal a su respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos debido a que 
tienen también prevista una pena de menor gravedad como la inhabilitación. 

No debe concederse la suspensión del juicio a prueba si el imputado no se hace cargo de la repara-
ción del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable; las modalidades de tiempo y 
forma propuestas debían, por un lado, partir de sus posibilidades y, además, ser proporcionales a la entidad 
del supuesto daño producido, como objeto perseguido, su internalización con el damnificado y el hecho que 
jurídicamente imputado, constituyen una tragedia de la vida real. (Del voto del Dr. Cornejo) 
             No corresponde otorgar la suspensión del juicio a prueba si los delitos imputados se encuentran re-
primidos con pena de inhabilitación, en virtud de lo expresamente dispuesto en el penúltimo párrafo del artí-
culo 76 bis del Código Penal. (Del voto de los Dres. Díaz y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GONZÁLEZ, RICARDO RAFAEL – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.252/11) (Tomo 170: 
283/294 –15/octubre/2012) 
 

RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto por la defensa a fs. 
49/56. 
DOCTRINA: No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si el imputado no cumple con el 
ofrecimiento personal y voluntario de auto inhabilitarse para conducir vehículos automotores, pues para que la 
prohibición del penúltimo párrafo del art. 76 bis del Código Penal sea superada, resulta necesario que el fin de 
prevención especial perseguido por la ley sea cumplido con esa interdicción. (Del voto de los Dres. Vittar, 
Catalano, Ferraris y Kauffman) 
               No resulta razonable, ni se compadece con el propio régimen establecido por el art. 76 bis del Códi-
go Penal a su respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos debido a 
que tienen también prevista una pena de menor gravedad como la inhabilitación. (Del voto del Dr. Cornejo) 
               No corresponde otorgar la suspensión del juicio a prueba si los delitos imputados se encuentran 
reprimidos con pena de inhabilitación, en virtud de lo expresamente dispuesto en el penúltimo párrafo del 
artículo 76 bis del Código Penal. (Del voto de los Dres. Díaz y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C LAY, CARLOS SALVADOR – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
34.405/11) (Tomo 170: 235/252 – 15/octubre/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; ofrecimiento de reparación del daño; valora-
ción de la razonabilidad 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER lugar al recurso de casación interpuesto a fs. 15/20. 
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba resulta necesario contar, no sólo con el 
ofrecimiento de la reparación del daño, sino también con la valoración de la razonabilidad del mismo por 
parte del órgano judicial, sobre todo teniendo en cuenta la oposición de la víctima. Es el juez quien debe ana-
lizar lo ofrecido y si ello guarda proporción con el daño supuestamente causado, exponiendo las razones que 
basan su decisión. 
                     La ley exige un control de razonabilidad mediante resolución fundada, pues no es suficiente el 
ofrecimiento de reparación por parte del imputado sino que la determinación judicial de lo ofrecido es sufi-



ciente, lo que constituye presupuesto sustancial para la concesión del beneficio de la suspensión del juicio a 
prueba. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas) 
         Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba el ofrecimiento del imputado de hacerse 
cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible significa que sea razonable; presupuesto de viabili-
dad para la concesión del mentado beneficio, sin que dicho ofrecimiento implique confesión o reconocimiento 
de la responsabilidad civil correspondiente. 

        El ofrecimiento debe ser cuantificable, claro y serio, de conformidad con las constancias de la 
causa. Ello así porque, para la procedencia del beneficio es condición esencial el haber ofrecido, en la instan-
cia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la supuesta 
víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos reclamados 
civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado 
como un gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con la supuesta víctima.  
        No es condición, para el otorgamiento de la suspensión del juicio a prueba, que el damnificado 
directo se haya constituido en actor civil ni tampoco la aceptación del ofrecimiento de reparación efectuado 
por el imputado, quedando, en su caso, expedita la vía civil para reclamar la indemnización que nace del 
hecho ilícito. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Posadas) 
        La razonabilidad del ofrecimiento debe ser ponderada por el juez, el cual no sólo debe valorar el 
“quantum” del daño, sino la aptitud económica del imputado y en base a ello determinar en forma motivada si 
resulta o no razonable el ofrecimiento y, en su caso, podrá admitirla frente a oposiciones de los posibles dam-
nificados.  
         Si bien la norma le asigna al damnificado la posibilidad de ser oído respecto a la reparación, el 
magistrado debe fallar teniendo en cuenta la valoración de todos los elementos que integran el instituto, ya 
que la negativa de aquél a aceptar la reparación ofrecida por el imputado no provoca el rechazo de la solicitud 
de la suspensión del juicio. Para el caso de que el damnificado no acepte la reparación ofrecida queda abierta, 
para él, la vía de reparación en sede civil. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C THIZ, EXEQUIEL ALFREDO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.819/11) (Tomo 170: 
403/416 – 16/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; omisión del tribunal de verificar la vigencia de 
la acción al reanudarse el curso de la prescripción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 83/84 vta., y en su 
mérito, disponer que el sobreseimiento dictado a fs. 82 lo es en los términos del art. 326 inc. 1º del C.P.P. 
(texto según Ley 6345 y modificatorias) y los arts. 59 inc. 3º, 62 inc. 2º y cc. del C.P.  
DOCTRINA: Con la concesión de la suspensión del juicio a prueba se suspende el curso de la prescripción de 
la acción penal, que se reanuda en caso de revocación del beneficio. 
                         Si el tribunal omitió pronunciarse oportunamente sobre la suspensión del juicio a prueba con-
cedida, sea extinguiendo la acción o revocando el beneficio, en virtud de ese silencio jurisdiccional, se presen-
ta la incongruencia planteada en el recurso, ya que vencido el plazo de un año –y con ello renacido el término 
de la prescripción- se confunden en la causa dos institutos extintivos de la acción en franca oposición con la 
armonía con la que corresponde aplicar el Código Penal. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, 
Vittar) 
          Si de las constancias de la causa surge que el tribunal no se pronunció oportunamente sobre la 
suspensión del juicio a prueba y con ello cesó el efecto indicado en el 2do. párrafo del art. 76 ter del Código 
Penal, entonces, cumplido el término previsto en el art. 62, inciso 2º de ese cuerpo legal, el sobreseimiento 
dictado en autos lo es por prescripción de la acción penal. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Posa-
das)  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C VEGA, SIMÓN ANSELMO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.104/10) (Tomo 170: 981/990 – 30/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; reparación del daño; razonabilidad del ofre-
cimiento. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 13/18.  
DOCTRINA: Si bien el ofrecimiento de hacerse cargo de la reparación del daño no implica confesión ni reco-
nocimiento de la responsabilidad civil correspondiente y debe formularse en la medida de lo posible, no co-
rresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si no resulta razonable el monto ofrecido, dada la enti-
dad de los bienes objeto de la supuesta maniobra defraudatoria. 

El ofrecimiento debe ser cuantificable, claro y serio, de conformidad con las constancias de la causa. 
Ello así porque, para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofreci-
do, en la instancia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado al 
supuesto damnificado y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos 
reclamados civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para 



ser estimado como un gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con el hecho. (Del 
voto de los Dres. Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman y Posadas) 
               Para la concesión de la suspensión del juicio a prueba es necesario contar con el ofrecimiento de la 
reparación del daño y también con la valoración de la razonabilidad del mismo por parte del órgano judicial 
mediante resolución fundada, sobre todo teniendo en cuenta la oposición de la víctima. (Del voto del Dr. 
Vittar) 
               El ofrecimiento por parte del imputado de hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo 
posible, significa que él sea razonable y tal razonabilidad debe ser ponderada por el juez no sólo por el “quan-
tum” del daño sino también por la aptitud económica del imputado. 

La reparación no persigue estrictamente un fin resarcitorio, sino que procura brindar una respuesta a 
la víctima a través de una forma de desagravio frente al daño que pueda habérsele causado, incluso la repara-
ción puede tener carácter moral. 

El juez no necesariamente debe tomar las pautas de la reparación civil por daños y perjuicios sino en 
un sentido más flexible, pudiendo incluso, dadas las circunstancias, entender que una disculpa franca y expre-
sa del peticionante –aceptada por la víctima- resulta ser reparación razonable. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C LIENDRO, VIVIANA ELIZABETH – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN 
DEL JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.791/11) (Tomo 
170:  965/976 - 30octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; reparación del daño; valoración de su razo-
nabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 14/21. 
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba resulta necesario contar, no sólo con el 
ofrecimiento de la reparación del daño sino también con la valoración de la razonabilidad del mismo por parte 
del órgano judicial, sobre todo teniendo en cuenta la oposición de la víctima. Es el juez quien debe analizar lo 
ofrecido y si ello guarda proporción con el daño supuestamente causado, exponiendo las razones que basan su 
decisión. (Del voto del Dr. Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Posadas) 
              En cuanto al requisito que exige la ley para el otorgamiento de la suspensión del juicio a prueba, esto 
es, el ofrecimiento por parte del imputado de hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posi-
ble, significa que él sea razonable, y tal razonabilidad debe ser ponderada por el juez no sólo por el “quan-
tum” del daño sino también por la aptitud económica del imputado. 
          La reparación no persigue estrictamente un fin resarcitorio, sino que procura brindar una respuesta a la 
víctima a través de una forma de desagravio frente al daño que pueda habérsele causado, incluso la reparación 
puede tener carácter moral. (Del voto del Dr. Cornejo) 
           Es el órgano jurisdiccional quien deberá evaluar la razonabilidad del ofrecimiento de reparación del 
daño en relación con las posibilidades del causante, y considerar si la pretensión del damnificado resulta legí-
tima y acorde a las constancias de la causa. 
          Debe ser declarada nula la resolución que deniega el beneficio de la suspensión del juicio a prueba por 
no contar con suficiente motivación, si el tribunal para formar su convicción de que el monto ofrecido no era 
razonable, omitió acudir a constancias que avalen esa situación, como recibos de sueldo e informe ambiental, 
las que en la causa no se encuentran agregadas. (Del voto de la Dra Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C STRIZICH, OSCAR JOSÉ – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUI-
CIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.786/11) (Tomo 170: 
449/462 – 16/octubre/2012) 
 
RECURSO DE REVOCATORIA. Revocatoria “in extremis”. Improcedencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de revocatoria “in extremis” interpuesto a fs. 58/60. ___  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo del recurso de reposición “in extremis” deducido contra  la sentencia de 
la Corte, tendiente a que se deje sin efecto la desestimación del recurso de casación fundado en que se habría 
incurrido en un error material al momento de resolver, en tanto la misma no es susceptible de recurso de revo-
catoria, salvo casos excepcionalísimos en los que se haga ostensible el riesgo de consumar una injusticia noto-
ria, donde cuadra apartarse de dicho principio. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Kauffman, Po-
sadas) 
                Contra las resoluciones dictadas por la Corte, sean de competencia originaria o derivada, no cabe 
recurso alguno en el orden local y sólo son impugnables, exclusivamente, por ante la Corte Suprema de Justi-
cia de la Nación. (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C ABATE, ANÍBAL ALEJANDRO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.964/10) (Tomo 170: 
563/568 – 22/octubre/2012) 
 



RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común  resueltas en 
casación; doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 1458/1465 vta. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal si se funda en agravios que constituyen 
una reedición de los ya expuestos en oportunidad de articular los recursos de casación, los cuales remiten al 
análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho común  que han sido tratados y resueltos con sustento en 
una profunda interpretación de las normas aplicables al caso, aspectos cuyo conocimiento y decisión constitu-
ye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso previsto en el 
art. 14 de la ley 48. 

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de 
cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas 
ajenos a la competencia específica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado 
contenga, en estos aspectos, graves defectos de fundamentación, o de razonamiento, que lo hagan inválido 
como acto jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C LOBO, RAFAEL EDUARDO; ÁLVAREZ, RAMÓN ADRIÁN – RE-
CURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.124/10) (Tomo 170: 569/578 – 22/octubre/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común  resueltas en 
casación; doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 440/488 vta. ____  
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal si se funda en agravios que constituyen 
una reedición de los ya expuestos en oportunidad de articular los recursos de casación, los cuales remiten al 
análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho común que han sido tratados y resueltos con sustento en una 
profunda interpretación de las normas aplicables al caso, aspectos cuyo conocimiento y decisión constituye 
materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso previsto en el art. 
14 de la ley 48. 
           La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de 
cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas 
ajenos a la competencia específica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado 
contenga, en estos aspectos, graves defectos de fundamentación, o de razonamiento, que lo hagan inválido 
como acto jurisdiccional. 
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